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Introducción.  
 

Ya ha trascurrido más de un año, 24 de noviembre de 2016, desde que el Acuerdo de Paz 

entre el Estado colombiano y las FARC-EP fue suscrito. Durante el primer año de 

implementación del Acuerdo los desafíos a nivel territorial, legislativo e institucional han 

sido enormes, más aún cuando lo pactado se encuentra sometido a fuerzas políticas que 

han buscado modificar su contenido. La multiplicidad de disposiciones que contiene el 

acuerdo, según el instituto Kroc (2017) son más de 558 compromisos verificables y 

medibles, hace más difícil su materialización. En efecto, al ver el porcentaje de avance de 

implementación de los puntos pactados, se encuentra una gran brecha entre algunos, por 

ejemplo, en el punto 1 de Reforma Rural Integral solo se ha implementado el 6.9%, 

mientras que en el tema de reincorporación política y socioeconómica se ha avanzado un 

33.8%, situación que se repite en los diferentes temas del acuerdo.  

Según Kroc (2017) la difícil situación de transito del texto del A cuerdo a la implementación 

se debe a tres factores: el primero, hace referencia a los centenares de actores que entran 

en diálogo en el proceso de implementación: entidades nacionales y territoriales del poder 

ejecutivo, grupos activos de la sociedad civil, actores de la cooperación internacionales, 

sectores privado, ONG´S y grupos étnicos. Segundo, el pasar de la voluntad política a la 

acción, las cuales deben estar concentradas en acciones territoriales concretas, operativas 

y pragmáticas. Finalmente, la resistencia al cambio hace que los actores involucrados en la 

implementación realicen cambios de manera paulatina, lo cual es un proceso lento que 

requiere esfuerzos múltiples y sostenidos.   

Estos factores han llevado a que la implementación avance lentamente, según el Cuarto 

Informe del Observatorio a la implementación del Acuerdo (OIAP) hasta el mes de octubre 

se ha logrado un avance de implementación del 18.3%. En donde el Estado Colombiano ha 

hecho mucho más énfasis en los puntos de dejación de armas y la conversión de las FARC 

en partido político, y en menor proporción con los temas de reforma política, y los puntos 

referidos a derechos sociales y económicos de las comunidades rurales en las zonas del 

conflicto  (OIAP, 2017). 

El siguiente documento  busca realizar un análisis integrado y/o global  respecto de los 

diferentes informes sobre avances de implementación que se han divulgado desde 

septiembre de 2017, especialmente el realizado por el instituto Kroc publicado en el mes 

de noviembre, el informe de la fundación Paz y Reconciliación titulado termino la guerra, el 

posconflicto está en riesgo y, por último, el boletín 04 del Observatorio de Seguimiento a la 

implementación del Acuerdo de Paz del 2 de octubre de 2017. Es importante decir 



 

 

 

 

 

también, que el seguimiento a la implementación de cada uno de los puntos del acuerdo 

implica una serie de temas y cada uno de esos temas implica una acción, creación o 

implementación de algún tipo de medida, de esta forma, en cada uno de los puntos se 

encontrará el tema con cada uno de las medidas que implica la implementación del mismo.  

Una mirada agregada: balance general de implementación.  
 

Según el instituto Kroc (2017) de acuerdo al análisis de las 558 disposiciones que 

conforman el Acuerdo Final, al 31 de agosto de 2017 se han observado actividades de 

implementación en 251 disposiciones (45%), sin observarse ninguna actividad en 307 

disposiciones (55%). En donde aproximadamente el 17% de las disposiciones del Acuerdo 

Final han sido completamente implementadas, 6% tienen un nivel de implementación 

intermedio y 22% se han implementado mínimamente. 

 

 

Desde el progreso temporal se observa como desde diciembre de 2016 con 89 (16%) 

disposiciones ha incrementado a 251 (45%) al 31 de agosto de 2017. Por lo cual se observa 

un incremento constante del número de disposiciones que alcanzaron plena 

implementación durante el periodo mencionado.  

Respecto al enfoque de género, en donde el acuerdo establece una serie de medidas 
concretas para promover la igualdad de derechos, la participación activa y la 
representación equitativa de las mujeres en la construcción de paz, se encuentran 122 



 

 

 

 

 

disposiciones que abordan la discriminación estructural y el impacto desproporcionado 
sobre las mujeres y niñas.  Respecto de este tema el balance es aún más preocupante, ya 
que solo hay un 6% de acciones completadas, en estado intermedio 5%, mínimas 30%, y no 
iniciadas un 59%. El porcentaje del 6% hace referencia en su mayoría al componente de 
participación y representación. En efecto, de un total de nombramientos a posiciones 
relacionadas con las instancias creadas por el Acuerdo el 33% son mujeres, situación que se 
refleja en los magistrados/as que conforman la Jurisdicción Especial de Paz, en donde el 
53% son mujeres.  
 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Una lectura de los avances de los puntos del Acuerdo.  
 

Metodológicamente el instituto Kroc realiza una categorización sobre los principales temas 

que deben ser implementados a corto, mediano y largo plazo. Dentro de la primera 

categoría se incluye el cese al fuego y de hostilidades y dejación de armas, mecanismos de 

implementación y verificación, amnistías, indultos y tratamientos penales diferenciados (ley 

1820), garantías de seguridad para la reincorporación política y socioeconómica y derechos 

y garantías para la oposición. En la segunda categoría (mediano plazo) se incluye la 

reincorporación socio-política a la vida civil, mecanismos democráticos de participación 

ciudadana y medidas para promover mayor participación en la política nacional, regional y 

local. Finalmente, en las medidas a largo plazo incorpora acceso y uso de la tierra, 

programas de desarrollo con enfoque territorial (PDET), planes naciones para la Reforma 

Rural Integral y programas de sustitución de cultivos de uso ilícito.  



 

 

 

 

 

Esta metodología ofrece un modelo desagregado respecto a la implementación de los 

principales puntos de lo pactado de acuerdo a si deben ser implementados en corto, 

mediano o largo plazo. En efecto, análisis comparados evidencian la necesidad de 

implementar medidas a corto plazo como las amnistías, la liberación o las medidas de 

reparto de poder, si estas no son implementadas existe una gran posibilidad de que se 

bloquee la implementación del acuerdo.  Mientras que las medidas a largo plazo implican 

avanzar en reformas fundamentales en lo político, lo social y lo económico que permitan 

atender las causas de fondo que en su momento dieron origen al conflicto armado.  En los 

siguientes apartados se mirará el avance en cada uno de los puntos anteriores y sus 

principales dificultades a la hora de su implementación.  

 

3.1. Punto 1 y punto 4: Reforma Rural Integral y sustitución de cultivos de uso 

ilícito.  
 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



 

 

 

 

 

La Reforma Rural Integral, primer punto del acuerdo, es uno de los pactos fundamentales 

porque dentro de sus objetivos está el de solucionar una de las causas estructurales del 

conflicto en el país: el acceso a la tierra. De acuerdo con el informe, a un año del inicio de la 

implementación del acuerdo, no hay avances legislativos en cuanto al acceso y la 

formalización del acceso a la tierra, que incluye asuntos como la constitución del Fondo de 

Tierras con tres millones de hectáreas, la formalización de la propiedad de siete millones de 

hectáreas, la realización del catastro multipropósito, la Jurisdicción Agraria y el Registro de 

Sujetos de Ordenamiento Social.  

Por otra parte, avanza muy lentamente la implementación de los Planes Nacionales (4 %) y 

los Programas de Desarrollo con Enfoque Territorial (PDET), con un 12 %. En el caso de los 

PDET son fundamentales, ya que son el motor de desarrollo de transformación territorial 

en el marco de implementación del acuerdo y, por lo tanto, son el vehículo de 

transformación de las condiciones que permiten e incentivan los cultivos de uso ilícito. Por 

esta razón los PDET están estrechamente ligados con el programa nacional integral de 

sustitución de cultivos ilícitos (PNIS), así como con los planes integrales comunitarios y 

municipales de sustitución y desarrollo alternativo (PISDA). 

En lo referente a los Planes Nacionales para la Reforma Rural Integral solo se tiene informe 

de acciones de implementación en 17 disposiciones (26%), mientras que 48 de las 65 

disposiciones de este tema continúan sin informe de implementación, una de las principales 

dificultades de implementación de los Planes Nacionales para la Reforma Integral es que se 

encuentran atados al Plan Marco de Implementación (PMI) el cual no ha sido presentado 

aún en el congreso. Según Kroc (2017) esto es un claro ejemplo de cascada negativa 

generado por el retraso en la aprobación del PMI.  

En lo que atañe al Programa Nacional de Sustitución de Uso (PNIS) el busca una solución de 

fondo al problema de cultivos de uso ilícito, el cual tiene como estrategia acuerdos de 

sustitución voluntaria establecidos entre el Estado y la comunidad. De las 32 disposiciones 

que contiene este tema hasta el momento se ha logrado un avance del 12% en su 

implementación. Una de las principales dificultades a la hora de implementar este tema 

radica en la continuación del uso de la estrategia de erradicación forzosa, lo cual ha 

provocado choques violentos entre comunidades y fuerza pública, tal como ocurrió en la 

población de Tumaco el 5 de octubre con la muerte de 6 campesinos que protestaban 

contra la erradicación forzosa.  En efecto, esta situación ha evidenciado bajos niveles de 

coordinación interinstitucional entre el Programa Nacional de Sustitución de Cultivos de 

uso ilícito con la Policía Antinarcóticos. (Fundación Paz y Reconciliación , 2017)  

 



 

 

 

 

 

Finalmente, respecto a la solución del fenómeno de producción y comercialización de 

narcóticos el nivel de implementación es muy bajo debido, entre otras razones, a que son 

objetivos de largo plazo y que sus acciones implican complicados y delicados esfuerzos. Sin 

embargo, se ha avanzado respecto a la recuperación de activos involucrados en el 

narcotráfico y en la lucha contra el lavado de activos.  Si bien hubo una reforma mediante la 

Ley 1849 al Código de Extinción de Dominio, la mayoría de las disposiciones de este tema 

no han iniciado 

 

3.2. Punto 2: Participación Política.  
 

 

 

  

 

 

 

 

 

 

 

El punto de participación abarca, principalmente, tres aspectos: el estatuto para la 

oposición política (100%), mecanismos democráticos de participación ciudadana y de 

garantías a la protesta pacífica (10%) y medidas efectivas para garantizar una mayor 

participación política nacional y territorial (28%). En los dos puntos anteriores, según el 

informe de Kroc (2017) no se ha observado acciones de  implementación en 42 de las 49 

disposiciones (86%). Por otro lado, en el tema de participación ciudadana en las políticas 

nacionales y territoriales, de las 32 disposiciones que se encuentran en este tema, 22 (71%) 

no han informado actividades de implementación.  



 

 

 

 

 

 

En síntesis, de las 80 disposiciones que se encuentran en estos temas, no se observa 

actividad alguna en 64 (80%), lo cual indica muy poco progreso hacia la implementación de 

los temas del Acuerdo que están destinados a apoyar y proporcionar protecciones y 

garantías para la participación ciudadana. En efecto, este es uno de los puntos que mayor 

atraso tiene en su implementación. A pesar de esto, se tiene que rescatar que se logró 

promulgar el Acto Legislativo del Estatuto de la Oposición, asunto que tenía pendiente el 

país desde la Constitución de 1991.  Respecto a los mecanismos de participación ciudadana 

se encuentra radicado en el Senado desde agosto del 2017, sin embargo, es un asunto que 

queda pendiente para esta nueva legislatura.  

Finalmente, respecto a las Circunscripciones de Paz, las cuales son un mecanismo de 

representación para las víctimas y las comunidades más excluidas de las zonas afectadas 

por conflicto, también fue archivada el pasado 30 de noviembre, cuando el presidente y el 

secretario del Senado interpretaron que no se obtuvo la debida aprobación al obtener 50 

votos, a pesar de las tres sentencias judiciales que obligan al Congreso a cumplir con la Ley. 

Situación similar ocurrió con la reforma política y electoral la cual fue archivada el pasado 

29 de noviembre.  

La situación anterior develo la tensión entre las fuerzas políticas que tienen presencia en el 

parlamento, las cuales buscaron incorporar modificaciones que desvirtuaban no solo el 

espíritu del Acuerdo Final, sino también el principio de fortalecer la participación de las 

víctimas en el congreso (El Espectador , 2018).  

Es necesario entonces un mayor avance en la reforma electoral y para la participación 

ciudadana, esto con el fin de mejorar y profundizar procesos democráticos participativos en 

el país con un enfoque territorial.  

 

 

 

 

 

 



 

 

 

 

 

3.3. Punto 3: Reincorporación y desmonte del paramilitarismo.  
 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

En la implementación del punto 3 se han logrado avances importantes, el cumplimiento del 

cese al fuego bilateral y los procesos de traslado a las Zonas Veredales Transitorias de 

Normalizacion (ZVTN) y luego a los Espacios territoriales de Capacitación y 

Reincorporación (ETCR).  Del total de disposiciones que tienen que ver con el cese al fuego, 

dejación de armas y traslado a zonas veredales se han implementado plenamente 31 

disposiciones (89%) y tres disposiciones (9%) están en un nivel intermedio y en curso de ser 

plenamente implementadas. Respecto del proceso de dejación de armas, para el caso de las 

FARC la relación fue de 1.3 armas por excombatiente, más del doble a la de paramilitares y 

casi del 

doble de la de Afganistán, una cifra que no tiene precedentes en los procesos de dejación 

de armas (Fundación Paz y Reconciliación , 2017). 

En lo que atañe a la reincorporación económica y social, el decreto 899 de 2017 dio marco 

normativo a la creación de Ecomún, como cooperativa de economía solidaria con el 

objetivo de promover el proceso de reincorporación económica y social de los 

excombatientes. De igual manera, se entregó el censo socioeconómico de la exguerrilla que 



 

 

 

 

 

permitió conocer la información de los hombres y mujeres que hicieron parte de la 

estructura armada, con el fin de facilitar el proceso de reintegración a la vida civil y definir 

programas económicos, sociales y culturales. En este tema se registra que 9.843 

reincorporados afiliados al sistema de salud, 3.500 inscritos en programas académicos y 

3.840 afiliados al régimen de pensiones.  

Respecto a la reincorporación política y económica y garantías de seguridad, algunos 

estudios comparados demuestran que la reincorporación social de excombatientes a la vida 

civil se ve obstaculizada por la falta de seguridad a nivel individual y comunitario 

(Fundación Paz y Reconciliación , 2017). Adicionalmente, los homicidios y la violencia 

contra defensores de derechos humanos no solo constituyen una violación a los derechos 

humanos, sino que desalienta la participación ciudadana y representa una amenaza para el 

proceso de paz.  

Respecto a las garantías de seguridad, de las 62 disposiciones del tema la implementación 

aún no ha comenzado en 37 de estas disposiciones (60%). Sólo 3 (5%) de las 62 

disposiciones se han implementado plenamente hasta la fecha, mientras que otras 4 (6%) se 

encuentran en proceso de ser completamente implementadas. La implementación ha 

comenzado, pero avanza lentamente en 18 disposiciones (29%). Casi el 90 % de las 

disposiciones de este tema no se han iniciado o están en una fase muy temprana de 

implementación.  

La falta de implementación de las medidas de seguridad se ha visto reflejado en el alza de 

las cifras de asesinatos de defensores de derechos humanos y líderes sociales. Según la 

Defensoría del Pueblo se reportaron 67 asesinatos y 1 caso en verificación entre enero 1 a 

noviembre 30 de 2017.  Para la oficina de derechos humanos de Naciones Unidas en este 

mismo periodo se registraron 61 casos y 18 que se encuentran en etapa de verificación. 

Por su parte el sistema de información del Programa Somos Defensores reporto 78 

homicidios y 2 en verificación. Ahora bien, en lo corrido del 2018 fueron asesinados 27 

líderes sociales: 3 mujeres, 24 hombres, 4 indígenas, 15 campesinos y 3 afrodescendientes.  

Las regiones más afectadas por homicidios a defensores de derechos humanos son Cauca, 

Antioquia, Nariño y Valle del Cauca.  De acuerdo con el informe del Centro de 

Investigación y Educación Popular (CINEP), la Comisión Colombiana de Juristas (CCJ) y el 

Instituto de Estudios para el Desarrollo y la Paz (Indepaz), la distribución territorial de 

homicidios a defensores de derechos humanos se ha centrado en ciertas zonas del país que 

presentan una o varias de las siguientes características: 1)registran presencia de grupos 

narco paramilitares; 2) son regiones altamente militarizadas; 3) existen fuertes procesos de 

organización social; 4) existen cultivos de uso ilícito o son lugares donde existen rutas del 



 

 

 

 

 

narcotráfico; 5) se desarrollan actividades extractivas legales e ilegales, particularmente 

minería; 6) se encuentran en o cercanas a las Zonas Veredales Transitorias de 

Normalización (ZVTN) o puntos Transitorios de Normalización, donde los miembros de las 

FARC-EP se concentraron.  

Por otro lado, la situación de seguridad de los ex integrantes de las FARC no es menos 

preocupante, hasta noviembre de 2017 se tiene registrado 36 asesinatos entre 

excombatientes, presos y familiares. Esta situación da cuenta de las deficiencias en un plan 

integral de protección para garantizar la vida de los excombatientes. (El Espectador , 2018) 

Para hacerle frente a esta situación se proponen fortalecer las medidas de protección 

colectivas e individuales, así como medidas diferenciadas para defensoras y lideresas, 

particularmente en contextos de ruralidad. Así como avanzar en Programa Integral de 

Seguridad y Protección de comunidades y organizaciones en el territorio, concertándolo 

con comunidades indígenas, afro y campesinas. Y fortalecer e impulsar las reformas 

necesarias al Sistema de Alertas Tempranas (SAT) de la Defensoría del Pueblo e integrarlo 

con el Sistema de Respuesta Rápida para los 160 municipios priorizados   

 

3.3.1. Amnistías, indultos y tratamientos penales diferenciados (ley 1820 de 2016).  
 

En los procesos de paz es una práctica común otorgar amnistías, indultos o tratamientos 

penales diferenciados a aquellos que participaron en delitos en el marco del conflicto 

armado, ya sean guerrilleros, terceros civiles o fuerzas militares. En el caso colombiano, la 

primera ley que se aprobó en el Congreso tras la firma del Acuerdo Final fue la Ley 1820 

del 30 de diciembre del 2016 “por medio de la cual se dictan disposiciones sobre amnistía, 

indulto y tratamientos penales especiales y otras disposiciones” 

La implementación de esta ley fue progresiva y gradual, según el listado entregado en 

marzo de 2017 se tenían como potenciales beneficiarios de la ley 1820 de 2016 a 3.098 

miembros de las FARC y a 1.729 miembros de la fuerza pública. Sin embargo, durante los 

primeros meses de implementación los jueces no tuvieron una idea clara de cómo 

interpretar y aplicar la ley.  Para junio se habían beneficiado un total de 936 (30.21%) 

miembros de las FARC-EP y 188 (11%) miembros de la Fuerza Pública, cifra que aumentó 

considerablemente para septiembre cuando 2.133 (69%) miembros de las FARC-EP y 812 

(47%) miembros de la Fuerza Pública fueron cobijados con los beneficios de la Ley. En tres 

meses hubo un salto importante para garantizar la implementación. 



 

 

 

 

 

Como se comentó anteriormente uno de los principales cuellos de botella de la 

implementación de la ley fue su aplicación por parte de los jueces. Para solventar estas 

dificultades, especialmente en los jueces de Ejecución de penas, se destinó una serie de 

recursos para hacer frente a la descongestión judicial, se adelantaron labores de pedagogía 

con la judicatura y se habilitaron canales de comunicación directos para que los jueces 

pudieran consultar dudas frente a casos puntuales. Por otro lado, la CSIVI se encargó de 

presionar y generar propuestas para avanzar en la implementación de esta prioridad.  

Estas demoras en la implementación de la ley repercutieron en el proceso se 

reincorporación política y socioeconómica y la capacitación ex combatientes. Por otro lado, 

al comenzar a brindar beneficios a los excombatientes y las fuerzas militares sin la entrada 

en funcionamiento del Sistema Integral de Verdad, Justicia, Reparación y Garantía de no 

Repetición (SIVJRNR) plantea cuestionamientos frente a la falta de claridad sobre las 

obligaciones adquiridas por los beneficiarios. En este sentido, es vital avanzar en la creación 

y puesta en marcha de la Comisión para la Verdad, la Unidad de Búsqueda de Personas 

dadas por desaparecidas y la JEP, con el fin de que las personas beneficiadas por la Ley 

1820/2016 tengan claridad sobre sus obligaciones particulares e inicien sus aportes al 

esclarecimiento de la verdad y la reparación a las víctimas del conflicto armado (Kroc , 

2017). 

 

3.4. Punto 5: Víctimas  
 

 

 

 



 

 

 

 

 

La implementación normativa del acuerdo de paz en cuanto a las víctimas no supera el 

30%, y dentro de este porcentaje se contempla la aprobación del Acto Legislativo que da 

vida al Sistema Integral de Verdad, Justicia, Reparación y No Repetición (SIVJRNR) y la 

aprobación de la Ley Estatutaria que crea la Jurisdicción Especial para la Paz (JEP). En otros 

puntos también hay avances: Unidad para la Búsqueda de Personas Desaparecidas (UBPD) 

avanza (12 %) y la Comisión para el Esclarecimiento de la Verdad (70 %). Sin embargo, los 

retrasos en cada una de las disposiciones generan efectos negativos en el conjunto  

La JEP ya aprobada, deberá también ser revisada por la Corte. Una vez surtido este trámite, 

se iniciarán diferentes acciones: la expedición del reglamento de funcionamiento de la 

Jurisdicción Especial para la Paz; la expedición de las normas procesales que regirán los 

procedimientos, la creación y organización de la Sala de Reconocimiento de la Verdad, por 

los y las magistradas de la jurisdicción; la creación y organización de la sala de Amnistía e 

indultos, por los y las magistradas de la jurisdicción; la creación y organización de la sala de 

definición de situaciones jurídicas, por los y las magistradas de la jurisdicción, la definición 

de los mecanismos procesales de selección y priorización para quienes no reconozcan 

verdad y responsabilidad; la organización de la unidad de investigación y acusación; y la 

creación del mecanismo de consulta con víctimas para proyectos productivos propuestos 

por los comparecientes a la JEP.  

Respecto a la Unidad de Búsqueda de Personas Desaparecidas aún no inician las labores de 

búsqueda de personas desaparecidas, pero si hay avances en lo que se refiere a las medidas 

inmediatas de construcción de confianza. Parte de estas medidas ya habían comenzado 

desde 2015 con la expedición del comunicado conjunto No 62, en efecto se han reportado 

la exhumación de 1.726 cuerpos y la documentación de 271 casos para futuras diligencias 

de exhumación, 59 restos entregados durante el 2016 y una programación de entrega de 

229 restos humanos en 2017.  

 

 

 

 

 

 

 



 

 

 

 

 

3.5. Punto 6:  implementación  
 

  

El carácter extensivo del sistema de verificación y monitoreo es un área en la que el 

Acuerdo Final de Colombia se distingue de los demás acuerdos de paz. De las 85 

disposiciones del Tema 18 (Mecanismos de Implementación y Verificación), 35 

disposiciones (41%) se han implementado plenamente y 15 disposiciones (18%) están en 

camino de ser implementadas completamente. La implementación de estos puntos ha sido 

relativa exitosa, sin embargo, el principal problema se sigue concentrando en la Ley 

Estatutaria acerca del Plan Marco de Implementación, la cual aún no ha sido presentada 

ante el Congreso. 

Aunque la delegación del Gobierno Nacional en la Comisión de Seguimiento, 
Impulso y Verificación a la Implementación del Acuerdo Final entregó una 
propuesta en junio y el nuevo partido político FARC anunció un acuerdo para su 
promulgación en noviembre, el 2018 llegó sin ser testigo del mencionado Plan. 

El atraso se debe en mayor medida a su componente étnico. Según el reporte, 
“durante el proceso de Fast Track se desconoció a los Pueblos Étnicos y hay la 
percepción de que los pueblos indígenas, afrocolombianos, raizales y ROM fueron 
marginados de las discusiones que implica la implementación, desconociendo el 
espíritu del Acuerdo en cuanto a la participación de estas comunidades”. 
 
Según el informe de Kroc el no tener la aprobación aun del Plan Marco de 
Implementación es un caso de cascada de efectos negativos, que, a octubre de 
2017, ya cuenta con 6 meses de retraso. Sin el PMI no se puede traducir el Acuerdo 
Final a instrumentos programáticos y presupuestales de política pública que 
integren el Acuerdo de Paz en la cotidianeidad y estructura funcional del Estado, así 



 

 

 

 

 

como tampoco se pueden cumplir algunas disposiciones importantes como la 
creación del Sistema Integrado de Información sobre la implementación del 
Acuerdo. 
 

3.5.1. Implementación normativa 
 

En cuanto a los decretos, leyes y actos legislativos adoptados, los siguientes cuadros 

resumen los avances y dificultades del marco normativo que requiere la implementación 

del Acuerdo en cada uno de sus puntos.  

 

 

 

 

 



 

 

 

 

 

Hasta agosto de 2017 se han proferido cuatro actos legislativos y cuatro leyes que fueron 

expedidas en virtud del procedimiento legislativo especial para la paz, y 36 decretos 

expedidos por el presidente Santos haciendo uso de facultades extraordinarias. Entre 

diciembre de 2016 y septiembre de 2017 se ha avanzado de forma constante en la 

implementación normativa. Particularmente, se han sentado las bases formales y legales 

para algunos temas de la Reforma Rural Integral (electrificación y vivienda rural, PDET, 

fondo de tierras), la reincorporación de los miembros de las FARC-EP, la creación de la 

Unidad Especial de Lucha contra el Crimen Organizado, la creación y puesta en marcha del 

Sistema Integral de Seguridad para el Ejercicio de la Política (SISEP), el Programa Nacional 

Integral de Sustitución de Cultivos de Uso Ilícito, la creación del Sistema Integral de 

Verdad, Justicia, Reparación y No Repetición, y la creación del Fondo Colombia en Paz, 

entre otros. 
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